
RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

BASSOLS COMA, Martin: La jurispruden-
cia del Tribunal de Garantías Consti-
tucionales de la 11 República Españo-
la. Ed. Centro de Estudios Constitu-
cionales. Madrid, 1981, 484 pp.

1. En este y por ahora último libro
do M. BASSOLS destaca, por de pronto,
su oportunidad. Oportunidad, ademas,
por un triple motivo.

En primer término, porque aparece al
tiempo del cumplimiento del cincuen-
tenario de la promulgación del primer
texto constitucional de nuestra historia
dotado de verdadera y propia eficacia
jurídica a través del instrumento de la
Justicia constitucional; acontecimiento
justamente valorado en su trascenden-
cia por la «Revista de Derecho Político»
de la UNED, que ha dedicado al mis-
mo un número monográfico (el 12), bajo
o! título La Constitución de 1931 y el
régimen político de la 11 República.

En segundo lugar, porque en ese con-
texto incide precisamente en el proble-
niH básico del constitucionalismo: la
condición del texto fundamental como
mero «código político», simple cuadro de
reglas del juego político entregado en
su efectividad a los órganos superiores
del Estado representativos de los pode-
res clásicos, o, por el contrario, verda-
dera norma jurídica y, en cuanto tal,
susceptible de un juicio y una aplica-
ción de este carácter realizados por un
órgano jurisdiccional. Porque, como en-
tre nosotros ha recordado recientemen-
te E. GARCÍA DE ENTERRÍA, en un libro
(La Constitución como norma jurídica

y el Tribunal Constitucional, Ed. Civi-
tas, Madrid, 1981), cuyo título es por si
mismo suficientemente expresivo, sin
control jurisdiccional (y, por tanto, ju-
rídico) de la constitucionalidad, la Cons-
titución carece de cualquier valor nor-
mativo específico, especialmente por lo
que respecta —más allá de lo organiza-
tivo— a la prefiguración del marco sus-
tantivo de valores del ordenamiento na-
cional. Desde este punto de vista, la
posición del Tribunal Constitucional
previsto por nuestra vigente Constitu-
ción es, evidentemente, central en or-
den a la realización misma de dicho
texto. De ahí que cuando esta decisi-
va institución está comenzando su sin-
gladura (justo resulta resaltar que con
notable acierto, que ha de contribuir
más que ningún otro aspecto a su arrai-
go y auctoritas) sea de gran interés el
conocimiento exacto y la valoración pon-
derada del único antecedente patrio en
esa difícil empresa que es hacer de la
norma constitucional una norma vivi-
da y aplicada, inserta en la vida mis-
ma de la entera nación en cualquiera
dn sus ámbitos y niveles. Cierto que el
saldo de la experiencia del Tribunal de
Garantías Constitucionales no fue bri-
llante (como es ya tópico afirmar con
ocasión de cualquier referencia al cons-
titucionalismo de la II República), pero
—sin perjuicio de que esa afirmación,
para ser correcta y como viene a de-
mostrar el trabajo de M. BASSOLS, deba
ser matizada a la luz de los condiciona-
mientos de todo orden que pesaron en
el funcionamiento de aquel Tribunal-
tal circunstancia ni releva en modo ai-

Revista de Administración Pública
Núm. 97. Enero-abril 1882

453



BIBLIOGRAFÍA

guno del estudio de éste y de su labor,
m relega el valor de dicho estudio a lo
puramente histórico y sin interés in-
mediato para la experiencia del presen-
te. Antes al contrario —y esta es la pri-
mera virtud que cabe anotar en el ha-
ber del libro—el hecho mismo del pa-
ralelismo entre los periodos constitu-
yente de 1931 y 1978 en punto a simul-
taneidad de la introducción de la jus-
ticia constitucional con la reconversión
dpl Estado hacia un modelo de profun-
da descentralización política, en un
contexto de natural sobrevaloración de
la libertad política en orden a la reali-
zación del modelo de sociedad propia de
cada opción partidista, hacen del estu-
dio en. cuestión una fuente de enseñan-
zas valiosas no sólo en el orden de los
•peligros que acechan al intérprete de
la Constitución en su camino hacia la
consolidación de su función, su incorpo-
ración definitiva a la vida nacional en
todas sus manifestaciones, sino también
en el de las técnicas jurídicas de reso-
lución de problemas, iguales hoy que
ayer.

En tercer lugar, el autor del libro es
un ilustre profesor de Derecho Admi-
nistrativo, además de un destacado
miembro del Cuerpo de Letrados de las
Cortes, que no es la primera vez que
acredita su preocupación por los proble-
mas constitucionales. Se demuestra así,
una vez más, su fina sensibilidad para
percibir las tareas y los cometidos pri-
marios que el momento histérico impo-
ne a los cultivadores del Derecho pú-
blico, y no sólo desde luego a los cons-
titucionalistas en sentido estricto. Por-
que ese momento histórico, marcado por
la promulgación de la Constitución de
1978 y la puesta a su servicio de un
órgano de Justicia Constitucional de-
manda premiosamente la construcción
de un verdadero Derecho público, de un
sistema general o básico en el que se
perfilen las técnicas jurídico-públicas
precisas al desarrollo y efectividad del
texto fundamental.

Siendo la Constitución una verdade-
ra norma y una norma, además, que

por su condición ha de presidir todas
las demás, es decir, el ordenamiento ju-
rídico español en su conjunto y totali-
dad, ninguna rama del Derecho puede
ya concebirse y manejarse prescindien-
do de la misma. Consecuentemente, ni
científica, ni prácticamente puede con-
cebírsela como la materia exclusiva de
una disciplina, sencillamente porque es,
e i realidad, el tete de chapitre de todas
y cada una de las disciplinas jurídicas
o ramas del Derecho. Ello no significa
negar ni la existencia, ni la sustantivi-
dad propia del entre nosotros llamado
Derecho político, sino únicamente afir-
mar que éste no puede reivindicar una
especie de monopolio en el manejo de la
Constitución.

A esto (dejando aparte la cuestión,
ajena a nuestro propósito, del polémi-
co «eclipse» del Derecho constitucional
en España) es a lo que apunta, a mi
juicio, el certero prólogo escrito por
E. GARCÍA DE ENTERRÍA a su libro más
arriba mencionado; en modo alguno a
supuestos e inexistentes propósitos «ex-
pansionistas» y «colonizadores», condu-
centes a una administrativización del
referido Derecho.

Los administrativistas, en cuanto estu-
diosos del estatuto propio de la Admi-
nistración pública, que es la única per-
sonificación interna del Estado y cen-
tro de imputación básico, por tanto, en
las relaciones jurídicas del poder públi-
cr1 con los ciudadanos, y, consecuente-
mente, del Derecho público interno por
excelencia, no pueden permanecer aje-
nos en modo alguno a la tarea de la
construcción del sistema de técnicas an-
tes aludido, que hagan operativa jurídi-
camente la Constitución. Pues constitu-
ya en todo caso su especifica responsa-
bilidad que el vasto mundo de las rela-
ciones jurídico-administrativas aparezca
presidido y articulado efectivamente
por los principios y los valores consti-
tucionales.

Más aún, hoy ha dejado de ser posi-
ble (si alguna vez lo fue verdaderamen-
te) un acotamiento científico del Dere-
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che administrativo a partir y por de-
bajo de la línea marcada por la Ley en
sentido formal, frontera para su dife-
renciación respecto al Derecho constitu-
cional; ramas del Derecho que tendrían
asi contenidos y responderían a técnicas
claramente distintas. Es ese punto de
partida en la concepción del Derecho
administrativo el que permite entender
la actividad administrativa como ente-
ramente perteneciente (incluso la re-
glamentaria) al ámbito de la ejecución
do la norma en la clásica división radi-
cal de toda la actividad estatal en las
íormas básicas de la Normgebung (crea-
ción del Derecho) y la Normvollziehung
(ejecución de la norma), que trae cau-
sa de la idea del doble papel del Es-
tado como creador del Derecho y, al
mismo tiempo, sujeto del Derecho (en
to! calidad, pues, sometido al mismo).
En la no debida separación de esa do-
ble función, en la confusión entre las
mismas —como en su momento señaló
con acierto T. MAUNZ (H-auptprobleme
des óffentlichen Sachenrechts, J. Sch-
weitzer Verlag (Arthur Seiiieri, Mün-
chen, 1933, pp. 196 y ss.)— está, a su
vez, el origen de la teoría de la supe-
rioridad del Estado sobre el subdito,
luego el ciudadano, y de la distinción
—construida sobre la misma— entre De-
recho público y Derecho privado, según
la posición (de subordinación o de igual-
dad) de las partes en la relación jurí-
dica. Esa confusión, que conduce dere-
chamente a la paradoja de que el Es-
tado —que es el ordenamiento objeti-
vo— se crea a sí mismo como persona
sometida a ese ordenamiento y que ha
constituido la mayor dificultad en la
historia de la conquista del Estado por
el Derecho, fue señalada en su día como
un manifiesto error por KELSEN en sus
Houptprobleme der Staatsrechtslehre.
puesto que la afirmación del Estado
como creador del Derecho representa
sólo una imagen expresiva del hecho de
que el ordenamiento descansa sobre la
voluntad del Estado, pero en modo al-
guno alude a una inexistente concate-

nación de causa a efecto entre uno y
otro.

De esta forma, la Administración, en
tanto que personificación interna del po-
der público del Estado en sentido am-
plio, sólo puede ser sujeto (aunque pre-
potente) sometido al Derecho, que ac-
túa según técnicas jurídicas, está suje-
ta a la fiscalización judicial y funda la
legitimidad de toda su actividad exclu-
sivamente en el Derecho (de ahí que
sea en principio indiferente si esa acti-
vidad está encomendada a representan-
tes de los ciudadanos o a funcionarios,
pues el dato básico es el de su confor-
midad al Derecho).

Esta concepción del Derecho adminis-
trativo está en crisis; crisis cuyo sínto-
ma más claro —puesto de relieve por la
doctrina (A. NIETO, S. MUÑOZ MACHADO)—
radica en la reclamación del control so-
cial de la actividad administrativa (la
exigencia de la participación en la mis-
ma) en razón al cuestionamiento mismo
de la legitimidad de la definición y ges-
tión burocráticas del interés general o
público. La causa profunda de esta si-
tuación de crisis ha de verse en que el
Derecho administrativo actual sigue
siendo tributario de los esquemas y
construcciones propios del Estado libe-
ra!, es decir, del llamado Estado de De-
recho, a pesar de que ésto ha quedado
superado por el Estado social de Dere-
cho (también entre nosotros, como re-
sulta del artículo 1.1 de la Constitu-
ción de 1978). Esa superación no se ha
visto aún acompañada, sin embargo,
por una reelaboración de las técnicas
jurídico-públicas capaz de hacer plena-
mente operativo el nuevo Estado, lo que
£o hace especialmente patente en el or-
den de las formas de actuación estata-
les y de sus pautas de comportamien-
to ante el Derecho. No es posible de-
tenerse aquí en el debate de que sea
el Estado social de Derecho, pero es evi-
dente, en todo caso, que comporta la
idea de una mayor imbricación social,
de la consecución de objetivos sociales
y de niveles de calidad de vida. Puede
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afirmarse que el Estado social de Dere-
cho constituye el último estadio de una
sociedad secularizada, que ha sustitui-
do su cohesión a través de valores re-
ligiosos o ético-morales por la que de-
riva de un orden de principios y obje-
tivos constitucionales, único capaz de
expresar la vinculación social a un pro-
yecto de vida en común. Más allá, en
ol plano estrictamente jurídico, como ha
notado FORSTHOFF, los perfiles restan
aún embrionarios y desdibujados.

Esta específica situación de tránsito
que vivimos determina la quiebra (sin
sustitución positiva por ahora) de los
principios del Estado de Derecho. El mo-
delo propio de éste (que descansa en la
concepción de la Ley como norma sobe-
rana de carácter general y abstracto
con vocación de permanencia, la articu-
lación del comportamiento entero del
Estado sobre la dialéctica acto de nor-
mación-acto de aplicación o ejecución
y la reducción de toda la actividad es-
tatal en función de la tripartición del
poder público) puede sintetizarse en la
circunscripción de lo político (entendi-
do como poder soberano de configura-
ción social a partir de la Constitución,
es decir, del orden constituido de la li-
bertad) al poder legislativo repressntan-
te. del pueblo soberano, es decir, del
agotamiento del proceso de conversión
de la decisión política en decisión o nor-
ma jurídica en la ley (de ahí que en la
Europa continental el poder judicial ca-
rezca de control sobre las leyes y este
control, haya debido montarse sobre un
órgano jurisdiccional especifico al mar-
gen de dicho poder; sistema del que
deriva la afirmación de que la inter-
pretación y aplicación del texto consti-
tucional son sustantivamente distintas
d;; las del resto del ordenamiento jurí-
dico). Por debajo de la Ley no hay ya
materia propiamente política; las decla-
raciones de voluntad de los poderes pú-
blicos son siempre «jurídicas» en el sen-
tido de mera concreción objetiva, «téc-
nica» y «apolítica» de las declaraciones
legales- y susceptibles, por ello, de un
control estrictamente judicial.

Por de pronto, debe destacarse el cues-
ticnamiento, hoy, del agotamiento de la
actividad del Estado en los tres pode-
res clásicos, en el sentido de que éstos
y sus manifestaciones típicas se corres-
ponden exactamente con el campo de
acción material del Estado. Reciente-
mente, S. MAGIEBA (Parlament und
Staatsleitung in der Verfassungsordnung
des Grundgesetzes. Ed. Duncker & Hum-
blot, Berlín, 1979), ha afirmado la exis-
tencia necesaria en el Estado de una
función previa: la de la planificación,
determinación y ejecución globales y
básicas de la organización, los fines y
los cometidos, así como del orden ju-
rídico del Estado. Se trata de una fun-
ción que, teóricamente, comprendería
incluso la fase fundacional constitu-
yente del Estado. No obstante, es bien
evidente que, una vez establecida la
Constitución, ésta rige por completo to-
das las manifestaciones estatales, por
lo que aquella función ha de entenderse
en el marco y con fundamento en el
texto constitucional. Lo característico
de esta función, inmanente por esencia
ni Estado, es que no es reductible sin
más a uno de los poderes clásicos. Es
más, el principio constitucional de la
división de poderes —exigente de la
asignación de las tareas o funciones
estatales a los correspondientes órganos
de forma tanto diferenciada como equi-
librada— impide el encuadramiento sin
más de la función que nos ocupa —la
Staatsleitung o «dirección del Esta-
do»— bien en el Gobierno, bien en el
Parlamento, bien en cualquier otro ór-
gano constitucional. Antes al contrario,
demanda —en tanto que la Staatsleitung
no aparece expresamente regulada en
J.» Constitución ni como función especí-
fica ni como competencia de un preciso
órgano— su asignación en razón a un
examen analítico de las funciones esta-
tales y las competencias constituciona-
les asignadas. Pues bien, este examen
arroja como resultado que la Staats-
leitung —como conjunto continuado y
racional de decisiones básicas o funda-
mentales— constituye un cometido no
aislable sustantivamente, sino identifi-
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cable tan sólo como resultado de un
proceso de colaboración o cooperación
entre Parlamento y Gobierno o entre
poder legislativo y poder ejecutivo, que
son y deben ser hoy concebidos como
órganos constitucionales no separados
y antagónicos, sino complementarios (de
ahí que algún sector de la doctrina ale-
mana califique la Staatsleitung como
kombinierte Cewalt —poder combina-
do— o zur gesamten Hand —poder en
mano común—).

Como se ve, pues, crisis de la clásica
división de poderes, que no es sino el
resultado de la comprobación de que la
realidad de la formación y actuación
de la voluntad del Estado no se produ-
CUTI conforme estrictamente a dicha di-
visión; comprobación que es inevitable
a la vista del funcionamiento real del
Estado actual, en el que se ha produ-
cido un desplazamiento del poder real
—fenómeno perfectamente conocido y
estudiado, por lo que huelga insistir en
él— en favor del poder ejecutivo. Con
todo, de lo que se trata no es de hacer
quebrar el principio político de la di-
visión de poderes, sino reducirlo a su
simple condición instrumental de articu-
lación equilibrada de los poderes, des-
mitificando su sustantivación hasta el
punto de condicionar por entero la vi-
sión y la explicación de la vida del
Estado.

En segundo término, los principios bá-
sicos del comportamiento y, por tanto,
la categorización jurídica de las formas
de actuación del Estado aún vigentes,
establecidas sobre el modelo burgués
liberal, resultan hoy un lastre decisivo
a la hora de hacer operativo el nuevo
modelo de Estado social. Porque el Es-
tado liberal, básicamente desentendido
de la positiva conformación social y
centrado, por tanto, en la definición tan
sólo del orden en que debía producirse
la autónoma evolución de la sociedad,
descansaba sobre la cláusula general
d<- la libertad y de la propiedad, el aco-
tamiento de estas materias como reser-
vadas al legislador y la concepción de
la Ley como norma general y abstracta

definitoria de lo lícito y lo ilícito (a la
que es ajena, en principio, toda idea
de positiva incidencia configuradora de
la sociedad), apareciendo, pues, esta in-
cidencia como mero acto concreto y es-
pecífico, producido en el contexto de la
ejecución de las Leyes; acto que o bien
prohibe o autoriza, o bien sacrifica po-
siciones individuales.

El Estado social de Derecho, sin em-
bargo, descansa precisamente sobro el
abandono de la premisa de la exclusión
principal de toda actuación estatal posi-
tivamente configuradora y, por tanto,
alteradora del statu quo social. Dicho
Estado pone más bien el acento on esa
función de consecución de determina-
dos objetivos o fines directamente por
el Estado. Supone este cambio que las
formas de actuación del Estado tienen
que articularse sobre la base de la de-
finición de objetivos precisos, la con-
creción de los medios idóneos para lle-
gar a alcanzarlos y la puesta en prác-
tica de la actuación correspondiente.
En otras palabras, el Estado social de
Derecho precisa de instrumentos jurídi-
dico-formales de expresión de su volun-
tad distintos de los elaborados bajo el
Estado liberal. Y, no obstante, la cate-
gorización positiva y dogmática de di-
chos instrumentos sigue anclada en el
Estado liberal, lo que comporta eviden-
temente un serio lastre a la hora de
configurar técnicamente y de legitimar
los nuevos contenidos con viejos conti-
nentes.

A lo dicho se añade el dato de que
la sociedad sobre la que tiene que ac-
tuar el actual Estado no es la sociedad
teórica (caracterizada sobre las notas
de homogeneidad y estabilidad) de la
que parte el Estado liberal. Las profun-
das transformaciones científicas, tecno-
lógicas, sociales y económicas y la im-
bricación internacional de los procesos
de las distintas sociedades han deter-
minado un cuadro caracterizado por las
notas de complejidad, particularidad y
mutabilidad. El nuevo Estado ha de ac-
tuar no genéricamente, ni en base a un
ideal abstracto de justicia, sino a partir

457



BIBLIOGRAFÍA

de unas exigencias concretas y para con-
seguir una justicia adecuada a las mis-
mas, adaptando las soluciones perma-
nentemente a la evolución de las cir-
cunstancias.

Todos estos fenómenos (además del
aumento cuantitativo de los cometidos
estatales) han supuesto, según es sufi-
cientemente sabido, un desplazamiento
del centro de gravedad del poder desde
el Parlamento hacia el Gobierno; más
concretamente, una reducción del papel
de la Ley en el ordenamiento y una
valorización del correspondiente a la
normación administrativa.

Cierto que se ha producido una cier-
ta adaptación de las categorías clásicas
de la actuación estatal a la nueva si-
tuación (Leyes-medida, Leyes coyuntu-
rales y limitadas a concretas interven-
ciones, etc.), pero es bien evidente que
este proceso de adaptación es absoluta-
mente insuficiente. Prueba de ello, en
lo que aquí nos interesa, es la perma-
nencia de los esquemas clásicos del
comportamiento y las formas de actua-
ción de la Administración.

Como ha puesto de relieve R. WAHI.
(Rechtsfragen der Landesplanung und
Landesentwicklung, tomo I, Ed. Duncker
and Humblot, Berlín, 1978), la imagen
tradicional de la Administración ya no
se corresponde con la real actual, como
consecuencia de la asunción por la Ad-
ministración de tareas de positiva con-
figuración social. Pues, en razón a tal
cometido, la Administración participa
activamente, de una forma intensa e
importante, en la fijación de objetivos
y en la programación de los medios
para alcanzarlos, de forma que se ha-
bla ya de una «autoprogramación de la
Administración» (Selbstprogramierung
der Venvaltung) y de una «Administra-
ción política» (politische Venvaltung).
Esta nueva dimensión de lo adminis-
trativo pone también en cuestión la tra-
dicional tripartición del poder político,
pero no por la obsolescencia misma de
ésta, sino por la sencilla razón de que
el legislador ya no puede cumplir en

los mismos términos iniciales su fun-
ción de decisión general de los conflic-
tos sociales, toda vez que éstos han
dejado de ser cognoscibles y determi-
nables de forma general y abstracta
y resolubles de forma definitiva (ten-
dencialmente de una vez y para siem-
pre). La función de configuración social
presupone la incidencia sobre circuns-
tancias complejas y la decisión de con-
flictos, cuyas causas son múltiples y
cuyos factores no son determinables y
resolubles con carácter abstracto, sino
a la vista y en función de una concre-
ta solución.

La insuficiencia de las categorías tra-
dicionales para encuadrar y explicar la
nueva realidad administrativa se evi-
dencia con especial claridad —tal como
estudia R. WAHL—-en el fenómeno de la
planificación. Es lo cierto que aquí la
Administración realiza o produce ver-
daderas decisiones políticas (en el sen-
tido de poder de opción entre varias
opciones igualmente legítimas) que no
son explicables como ejercicio de una
competencia a partir de conceptos ju-
rídicos indeterminados (establecidos por
f*l legislador y en los que se concreta-
ría la conversión de la decisión política
en regla jurídica), sino que se aseme-
jan más bien a las decisiones que toma
el legislador a partir de la Constitución.
Acudiendo a un ejemplo concreto, sólo
desde una perspectiva formal puede
afirmarse que el poder de configura-
ción y de decisión entre posibles opcio-
nes de que goza el legislador a la hora
do establecer el régimen legal de una
determinada institución a partir de la
Constiución es más amplio o, mejor,
distinto del que disfruta la Administra-
ción competente a la hora de establecer
el contenido de un Plan de Ordenación
ds carácter territorial. De otro lado,
únicamente también desde un punto de
vista formal puede afirmarse que la
trascendencia para la configuración po-
sitiva del derecho de propiedad del sue-
lo es mayor en la Ley sobre Régimen
del Suelo y Ordenación Urbana que en
el plan concreto establecido para un te-
rritorio.
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Paralelamente a esta pervivencia de
la articulación del Estado sobre princi-
pios y técnicas cuando menos insufi-
cientes e inadecuadas a sus actuales
exigencias y características, está el man-
tenimiento acritico y por inercia del es-
pacio de libertades-derechos ciudadanos
especialmente resistentes o, incluso,
exentos de la acción estatal, tal como
éste fue definido por la revolución li-
beral, sin reordenar claramente el mis-
mo en función de la nueva escala de
valores derivada de la asunción de la
filosofía del Estado social.

No se trata —por supuesto— de poner
en cuestión el orden de las libertades
y los derechos fundamentales, ni si-
quiera su catálogo, sino tan sólo de
poner de relieve que éste y sus conse-
cuencias jurídicas fueron formulados en
el contexto de un determinado Estado,
por lo que la modificación de éste en
su misma escala de valores ha de com-
portar —como condición misma para su
viabilidad— un replanteamiento desde
la perspectiva de sus consecuencias ju-
rídicas del orden de las libertades pú-
blicas y de los derechos fundamentales
con vistas a su reacomodo recíproco. El
hecho de que así no se haya hecho aún
explica no sólo la ambigüedad del mo-
delo de Estado social de Derecho (cuya
significación y alcance concretos aún
no están determinados), sino las difi-
cultades que presenta en la vida real la
aplicación del referido orden. En defi-
nitiva, la permanencia aún del concep-
to «Estado social de Derecho» en el
ámbito de lo etéreo y vaporoso obedece,
básicamente, a la indeterminación de
la proyección que sobre el resto del or-
den constitucional y, por tanto, en el
entero ordenamiento jurídico deba tener
la calificación «social» del Estado y
cuál haya de ser la solución de la ten-
sión de su simultánea conceptuación
como «social» y «de Derecho».

De esta forma, y por estas razones,
la dialéctica ámbito de libertad ciuda-
dana-debcr positivo estatal de Gestal-
tung no ha alcanzado, asi, un nuevo

equilibrio y su inestabilidad actual ame-
naza con conducir en algunos ámbitos
'4 un callejón sin salida, en el que el
Estado queda progresivamente parali-
zado por sus propias actuaciones para
transformarse cada vez más en un Es-
tado de conservación de derechos ad-
quiridos.

La confluencia de todas las circuns-
tancias de distorsión expuestas conduce
al que puede calificarse de proceso de
concreción sucesiva del marco legal, es
decir, a la tradicional ejecución de las
Leyes (lo administrativo) a un estado
de máxima tensión y conflictividad, agu-
dizando el fenómeno de «falta de legi-
timidad democrática de la Administra-
ción». Este fenómeno revela una crisis
profunda que no está sin embargo tan-
to en la existencia misma de la Admi-
nistración como aparato burocrático de
interpretación objetivo-jurídica del in-
terés público, cuanto en el modelo de
Estado y en la construcción positiva y
dogmática de su comportamiento ante
ol Derecho; modelo y construcción que
no se han acompasado a las transfor-
maciones reales, sobrecargando las ca-
tegorías y técnicas formuladas para so-
portar otros contenidos. Esta sobrecarga
se manifiesta, en lo que ahora nos in-
teresa, en la no correspondencia con
sus verdaderos contenidos de los conti-
nentes jurídicos por los que se continúa
explicando por entero la actuación ad-
ministrativa, de forma que decisiones
de contenido y alcance en todo simila-
res a las parlamentarias han de encua-
drarse y formalizarse necesariamente
como reglamentos o actos, a los que se
aplican sin más —en caso de conflicto—
las técnicas convencionales (judiciales)
di" reducción de los mismos; técnicas
absolutamente inadecuadas e insuficien-
tes para resolver satisfactoriamente en
los términos actuales los conflictos de
que se trata. Este desfase entre conte-
nido y continente es el que explica la
tendencia a su corrección mediante la
participación social directa —orgánica
o procedimental— en los procesos admi-
nistrativos.
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La solución de la crisis, por tanto, no
pasa sólo ni principalmente por la trans-
formación de la Administración, sino
por una auténtica reconstrucción del
Derecho público. Y parece claro en
cualquier caso que esa necesaria re-
construcción del Derecho estatal inter-
no ha de comenzar por la supresión o
superación de la artificial limitación del
Derecho Administrativo a los planos
inferiores a la Ley; limitación que parte
del mito del ordenamiento jurídico como
un bloque de legalidad sin fisuras, de
modo que la Administración no ha de
entroncarse nunca directamente a la
Constitución (actuando «politicamente»),
sino por el intermedio de dicho bloque
de la legalidad (es decir, actuando sólo
•jurídicamente»), y que ha conducido a
la diferenciación científica y académi-
ci, totalmente arbitraria, entre Derecho
Político (equivalente a todo lo constitu-
cional) y Derecho Administrativo (equi-
valente a actuación estatal interna in-
fralegal y no jurisdiccional, salvo la
propiamente referida al control de dicha
actuación). Superación que lleva dere-
chamente a que la acción de los poderes
públicos en el ámbito interno para el
cumplimiento de los fines del Estado
deba constituir el objeto propio de un
único Derecho público, del Derecho es-
tatal interno. Con T. FIJINER (Grund-
züge des allgemeinen und Schweizeris-
chen Venvaltungsrecht, Schulthess Po-
lygraphischer Verlag, Zürich, 1977) y co-
rrigiendo la famosa afirmación de
O. MAYER («El Derecho Constitucional
•pasa, el Derecho Administrativo perma-
nece»), debe sostenerse, pues, que el
Derecho Administrativo no es otra cosa
que das für das Cemeinwesen relevante
konkretisierte Verfassungsrecht (el De-
recho Constitucional concretizado, rele-
vante para el bien común, para la co-
lectividad).

Así, pues, de fenómeno claramente
positivo (y, en modo alguno, como autor
tan destacado como NIETO ha pretendi-
do, de desviación de la materia propia-
mente administrativa o siquiera desaten-

ción de ésta) ha de calificarse la
preocupación (exponente áa la cual es
la obra que comentamos)*que gran par-
te de nuestra doctrina administrativa
viene mostrando por problemas básicos
de orden «constitucional», sin cuya re-
solución no pueden abordarse los co-
rrespondientes problemas de índole es-
trictamente -administrativa».

2. El objeto fundamental de la obra
da M. BASSOLS es, como el propio autor
expone, la recopilación y la sistemati-
zación de la doctrina jurisprudencial
estalecida por el Tribunal de Garantías
Constitucionales en el corto y agitado
período de su existencia y funciona-
miento efectivos. Aunquo existían ya al-
gunos trabajos monográficos sobre di-
cho Tribunal y algunas de sus compe-
tencias (inonstiucionalidad, amparo),
faltaba aún un análisis y una valora-
ción de conjunto de su labor. Esta re-
copilación constituye un paso decisivo
en esta tarea, porque no sólo la prepa-
ra definitivamente al reunir todo el ma-
terial hasta ahora disperso y, por tanto,
de acceso y consulta penosos (sin per-
juicio de que la agitada trayectoria,
sobre todo en el periodo bélico de la
época republicana, del Tribunal, haya
impedido culminar el objetivo recopi-
lador), sino que la facilita decididamen-
te al ofrecer la información sistemati-
zada por vías procesales y ámbitos com-
petenciales del Tribunal (recursos y
cuestiones de inconstitucionalidad, con-
flictos entre el Estado y las regiones,
y de éstas entre sí, responsabilidad cri-
minal, amparo ordinario y amparo en
virtud de la Ley de Orden Público) y,
dentro de cada uno de los apartados
asi resultantes, por orden cronológico
(pero con indicación, para cada senten-
cia, de un sumario ilustrativo del su-
puesto de referencia y de la doctrina
establecida; indicación facilitadora en
grado sumo del manejo y la consulta).

Esta de la reunión y sistematización
ds toda la documentación disponible
sobre la doctrina jurisprudencial (que
comprende la segunda parte del libro)
constituye sin duda, por las razones in-
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dicadas, la segunda y no menor virtud
d° éste. Ella bastaría por sí sola para
justificarlo y celebrar su aparición.

3. La obra, sin embargo, va más allá,
incluyendo un estudio preliminar, com-
plementado con un apéndice documen-
tal comprensivo de documentos y textos
sobre el Tribunal de Garantías Constitu-
cionales (primera y tercera partes del
libro respectivamente). Ese estudio pre-
liminar ofrece, en síntesis no reñida
con la profundidad, una visión de las
líneas maestras del sistema republicano
de justicia constitucional a partir del
debate parlamentario de las diversas
cuestiones de fondo y contemplando, se-
cuencialmente, las diferentes fases de
construcción de dicho sistema (ante-
proyecto de Constitución elaborado por
la Comisión Jurídica Asesora, debate y
aprobación en las Cortes Constituyentes,
anteproyecto de Ley Orgánica del Tri-
bunal de Garantías Constitucionales
redactado también por la Comisión Jurí-
dica Asesora, debate y aprobación par-
lamentaria de la Ley y reformas y pro-
yectos de revisión de ésta); estudio que
constituye, por tanto, no sólo una ex-
celente introducción informativa para el
adecuado manejo del material documen-
tal recopilado en la obra, sino una sig-
nificativa contribución al conocimiento
del régimen republicano de justicia
constitucional. Cabe, pues, a n o t a r l o
como tercera virtud del libro.

Para ilustrar lo dicho basta con des-
tacar cómo el estudio explicita y analiza
la básica cuestión de fondo condicio-
nante de los términos de la introducción
de la justicia constitucional y de la de-
finitiva configuración de ésta: la de
SJ misma admisibilidad desde la óptica
clásica de la soberanía parlamentaria.
El debate se produce, conocidas desde
luego en nuestro país las soluciones fo-
ráneas —fundamentalmente la norte-
americana y austríaco-kelseniana— al
problema (no debe olvidarse que los más
destacados juristas de la época, bien for-
maron parte de la Comisión Jurídica
Asesora, bien fueron Diputados en las

Constituyentes; Jiménez de Asúa, en su
discurso de presentación del texto del
proyecto de Constitución conceptúa el
modelo de justicia constitucional dise-
ñado como una síntesis de lo austríaco,
norteamericano, mejicano y francés), en
un doble plano. En primer término, poli-
ticamente, desde el impulso de reforma
v renovación caracterizador de las fuer-
zas republicanas y la consecuente des-
confianza en la reducción a un juicio
estrictamente jurídico incluso de las
grandes decisiones políticas formaliza-
das en las normas legales. Conferida
competencia al Tribunal Constitucional
(en el anteproyecto formulado por la
Comisión Jurídica Asesora presidida por
Jiménez de Asúa) en materia de incons-
titucionalidad de las Leyes y Decretos-
leyes (no así de los Tratados y Conve-
nios Internacionales), la Comisión
Parlamentaria —que no aceptó el ante-
proyecto y en la que se suscitó una
viva polémica en orden precisamente al
control de la constitucionalidad de las
Leyes— diluyó aquella competencia, re-
bajándola a la de simple denuncia,
mediante motivado informe, de la even-
tual inconstitucionalidad de un texto le-
gal ante el Presidente de la República,
al que correspondía remitir la Ley al
Parlamento para su remisión y, verifi-
cada ésta, decidir si procedía la sanción
del nuevo texto legal o su sumisión a
referéndum (el control de constitucio-
nalidad quedaba remitido, pues, en de-
finitiva al pueblo). La discusión en
torno al sistema de control de la cons-
titucionalidad sólo logró resolverse en
favor de la admisión de una verdadera
justicia constitucional (las Constiuyen-
t¿s sancionaron finalmente la competen-
cia del Tribunal de Garantías Constitu-
cionales para estatuir sobre la constitu-
cionalidad o no de las Leyes, después
de rechazar una enmienda planteada
por los Diputados Xirau y Franco López
y dirigida a sustituir el Tribunal por
sendos organismos de carácter político
que habrían asumido las competencias
en materia de conflictos entre el Estado
y las regiones y de responsabilidad cri-
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minal de las altas magistraturas, su-
primiendo todo control de constitucio-
nalidad de las Leyes; solución en favor
de la justicia constitucional consagrada,
según expresa confesión de personali-
dades tan destacadas como SÁNCHEZ RO-
MÁN y JIMÉNEZ DE ASÚA, prácticamente
sin debate y en la premura última por
culminar el dictamen del texto consti-
tucional, circunstancia favorecida sin
duda por la imperiosa necesidad poli-
tica de superar el dilema) a través de
una fórmula de compromiso, en cuyas
bases se encuentran las peculiaridades
del sistema republicano y los motivos
de su imperfección técnica: de un lado,
diferenciación respecto a la justicia or-
dinaria (exclusión radical de ésta de
todo enjuiciamiento de las Leyes), y, de
otro, composición excesivamente extensa
y «política»; abigarramiento y hetero-
geneidad de las competencias; indefi-
nición de las vías procesales y del fun-
cionamiento del Tribunal, así como de
sus relaciones con los poderes constitu-
cionales (en particular, por lo que hace
a la eficacia de sus pronunciamientos),
es decir, en definitiva, diferimiento de
la precisa articulación de dicho Tri-
bunal y de sus funciones a su Ley re-
guladora (por cierto calificada de «or-
gánica», cuando la Constitución de 1931
no preveía cualificación alguna de la
Ley por razón de ese calificativo; Ley
que debía, en todo caso, aprobarse por
las propias Cortes Constituyentes). Para
alcanzar ese compromiso final un tanto
inconcreto hubo de superarse la pre-
tensión de la sustitución del Tribunal
por un Senado o, en todo caso, un ór-
gano político representativo, que encar-
nase el papel de «defensa política (que
no jurídica) de la Constitución».

Esta pretensión reaparece también,
como tercera opción, en el segundo pla-
no del debate, que nos importa desta-
car: el de la elección del modelo técnico
de justicia constitucional. La alternativa
básica se plantea aquí entre el sistema
norteamericano de la judicial review,
defendido destacadamente por SÁNCHEZ

ROMÁN y OSSORIO Y GALLARDO, y el aus-
triaco-kelseniano, valedor del cual fue,
entre otros eminentes juristas, ROCASÉNS
SICHES. Como destaca BASSOLS, la opción
de la Comisión Jurídica Asesora (a la
que se encomendó la redacción del Ante-
proyecto, que fue elaborado en el seno
d-3 la misma por la Subcomisión del
Tribunal de Garantías Constitucionales,
bajo la presidencia de PÉREZ SERRANO)
fue claramente en favor del sistema aus-
tríaco. La Exposición de motivos del
Anteproyecto no deja lugar a dudas al
respecto, al explicitar la decisión en
favor de un sistema de justicia consti-
tucional concentrada en un órgano, que
formula un juicio abstracto de contras-
te de la conformidad al texto funda-
mental de la norma legislativa ordina-
ria, por estimar que la Constitución de
1931 no quiso reducir la cuestión de
constitucionalidad a un pleito del ciu-
dadano con el Parlamento, a fin de ob-
tener la prevalencia del derecho sub-
jetivo consagrado constitucionalmente
sobre la extralimitación parlamentaria.
Esta opción no fue empero unánime, ya
que hubo voces discrepantes, como la
do CUEVAS, que propugnó la atempera-
ción del modelo elegido con la carac-
terística del sistema norteamericano,
consistente en la reducción del juicio
jurisdiccional a la inaplicación del tox-
to legal (sin alcanzar, pues, a su dero-
gación). En esta tesis reaparecía, así,
la perspectiva política: la crítica al sis-
tema kelseniano se sitúa en que, tras
la belleza de su racionalidad, esconde
una ceguera para la vertiente política
inevitable que todo Derecho comporta
y, por tanto, para el contenido forzosa-
mente político de todo juicio de consti-
tucionalidad.

El estudio preliminar comentado no se
agota empero en los extremos aludidos.
Comprende, además, un último aparta-
do dedicado a la valoración de los prin-
cipales aspectos de la doctrina del Tri-
bunal. Se evidencia aquí la actualidad
de ésta, su valor no simplemente histó-
rico, según más arriba se anunció. Los
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temas destacados por el autor lo acre-
ditan sin duda alguna: el tipo de Es-
tado sancionado por la Constitución y
sus límites en cuanto a descentraliza-
ción de los poderes territoriales (la
sentencia de 6 de junio de 1935 deja
claramente sentado que la opción cons-
titucional reflexiva y madurada y, por
tanto, consciente en favor de un Estado
integral compatible con autonomías re-
gionales, impide de todo punto conside-
rar lícita constitucionalmente cualquier
iniciativa que derive en fórmulas fede-
rales; de otro lado, la sentencia de 5 de
marzo de 1936 dejó establecido que los
Estatutos de las regiones carecían del
carácter de Leyes constitucionales —pre-
cisión de verdadera actualidad por la
tendencia a ver en los actuales Estatutos
da autonomía Leyes orgánicas de espe-
cial eficacia en virtud de una específica
incardinación a la Constitución—, fun-
dándose la estabilidad misma del sistema
autonómico en el carácter constitucio-
nal —esta vez sí— del principio de
autonomía del que aquél nace), el prin-
cipio de la autonomía regional (debe
señalarse que en este punto el Tribunal
republicano manejó ya —aunque sin
mucha precisión— la doctrina, de origen
alemán, de la garantía institucional,
protectora constitucionalmente del con-
tenido «natural, mínimo e inalienable»
do la autonomía regional; vid. senten-
cia de 5 de marzo de 1936), el principio
drí la prevalencia del Derecho estatal
sobre el regional (la sentencia de 8 de
junio de 1934 sostiene con gran agudeza
que, mientras las reglas de distribución
de las competencias por materias entre
el Estado y las regiones se mueven en
el plano estático de las relaciones entre
éstos, la regla de la prevalencia —ar-
tículo 21 de la Constitución de 1931—
opera desde luego en la perspectiva di-
námica de esas relaciones, y para sos-
tener la decisión necesaria en caso de
un conflicto internormativo, planteado
en términos de duda y que ha de resol-

verse en primera instancia sobre la
base de una presunción jurídica), el re-
parto de competencias y el alcance de
las de carácter exclusivo, la inter-
pretación del orden económico consti-
tucional (el problema de los límites del
intervencionismo estatal, en el que el
Tribunal sentó una jurisprudencia dis-
crepante en vía de inconstitucionalidad
y de amparo, como destaca BASSOLS);
cuestiones todas ellas que están plan-
teadas en la nueva experiencia cons-
titucional comenzada en 1978. Y la in-
vocación por la sentencia del Tribunal
Constitucional de 12 de noviembre de
1981 sobre el reconocimiento de derechos
de inviolabilidad e inmunidad de los
miembros del Parlamento Vasco, de la
sentencia del Tribunal de Garantías
Constitucionales de 3 de noviembre de
1934, declaratoria de la inconstituciona-
lidad de la regulación por el Estatato
Interior de Cataluña de 1933 de la in-
munidad de los parlamentarios regio-
nales, corrobora definitivamente el an-
terior aserto.

4. En resumen, pues, estamos ante
un libro oportuno y valioso, no sólo
desde el punto de vista informativo pro-
pio de las obras de recopilación siste-
mática de textos y documentos. Como
señala el autor, aun cuando no existan
suficientes elementos de juicio para es-
tablecer con precisión el grado de in-
fluencia del modelo republicano de jus-
ticia constitucional sobre el diseñado
pov la vigente Constitución, sí cabe
afirmar con rotundidad la construcción
de éste sobre el decidido propósito de
superación de las deficiencias, limita-
ciones y desfallecimientos padecidos por
la experiencia republicana. Esta circuns-
tancia, unida a la actualidad de muchos
d3 los problemas y planteamientos abor-
dados en la doctrina del Tribunal de
Garantías Constitucionales, proporcionan
al libro un interés indiscutible.

L. J. PAREJO ALFONSO
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GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo: La Cons-
titución como norma y el Tribunal
Constitucional. Ed. Civitas, Madrid,
1981. 257 pp.

1. En la pequeña biblioteca ideal que
uno se va construyendo con el trans-
curso del tiempo, tengo en la estantería
de las ciencias jurídicas, aquí en Es-
paña, como uno de los frutos más gra-
nados de la producción de estos últimos
años, el Curso de Derecho administra-
tivo del profesor GARCÍA DE ENTERHÍA,
que, desde su aparición en 1974, ha co-
nocido ya varias ediciones en sus —has-
ta el momento— dos volúmenes (Curso,
como es de sobra conocido, para el que
ha hallado la fructífera colaboración
del profesor T. R. FERMÁNDB'. RODRÍGUEZ).
Son muchos los capítulos —en un por-
centaje tan elevado que sorprende— de
elaboración descollante, que destacan
por el reflejo minucioso de los datos de
derecho positivo, con la última senten-
cia de interés incorporada, y también
por la construcción brillante —las cons-
trucciones tan cabales, tan de admirar
como esos puentes de tanta luz y tan
airosos que desafían la gravedad y
aguantan, sobre todo, la fuerza de las
avenidas y el paso de los transeúntes—,
que destacan también por la ubicación
en el contexto de cada institución o
figura, de cada parte, pero con la uti-
lización precisa y equilibrada de las
explicaciones y conceptos elaborados por
la doctrina en otras latitudes; por la
mezcla, proporcionada, de un saber de
comprensión, de la búsqueda de expli-
caciones globales, pero, a la par, de un
entrenamiento para el bregar aplicati-
vo; saber histórico y saber cultural
para alimentar un saber jurídico. Un
conjunto de cualidades, en suma, que
sólo se encuentra en las obras relevan-
tes. Pienso así en capítulos —fruto de
una muy larga maduración, la mayo-
ría además en su versión actual, ofre-
cidos como primicia, como presente
académico en los homenajes al uso a
los colegas—tales como los dedicados

a la personalidad jurídica de las Admi-
nistraciones, a la relación entre Ad-
ministración y Justicia y el principio
dp autotutela, a los contratos de la Ad-
ministración, al Derecho público sub-
jetivo, a las sanciones administrativas,
o en las ediciones más recientes, a la
Constitución como norma, del que lue-
gj se hablará.

Para mí que estamos ante uno de esos
libros —se me ocurre compararlo con el
Derecho civil de España, de don Fede-
rico DE CASTRO— de indudable altura
europea, por usar la fórmula tópica y
fácil, uno de los libros que nos ayuda
a superar el complejo de inferioridad
de estos años pasados, tan marcados
por una generalizada —con todas las
excepciones que se quiera— aura me-
diocritas. A mí es una obra que me
gusta recomendar a los alumnos con
insistencia. Sé, sí, que se trata de un
libro arduo y complejo. No es, cierto,
una dieta blanda, para estómagos dé-
biles o delicados, sino que requiere es-
fuerzos consistentes. Por oso precisa-
mente. No es el estudiante universitario
criatura que pueda alimentarse de pa-
pillas y biberones. Son las grandes cons-
trucciones, con todo el rigor de fondo,
las que le ayudarán a formarse para
saber. Por mucho que exijan una ten-
sión inicial. Porque el trabajo aquí si
que tiene sus compensaciones, sí que
ayuda a estar en forma, sí que sirve de
entrenamiento a la sustancia gris. Me
parece que hay que dar un toque de
atención e invitar a arrojar lejos los
complejos vanos; hay que desacomple-
jarse sin falta. La formación universi-
taria —si queremos que tenga la fun-
cionalidad que merece— no se logra con
papillas —no se trata de sacar adelante
criaturas de pecho—, sino interesando
ai alumno con problemas —con todo el
esfuerzo que ello requiera—, haciéndole
llegar a las alturas, allí donde se divi-
san las crestas y los valles. Y el que
n j quiera asumir el compromiso que
abandone a medio camino.

464



RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBBOS

Viene todo lo anterior a cuento a
propósito del volumen La Constitución
como norma y el Tribunal Constitucio-
nal, que nos ha deparado el profesor
ENTERRÍA coincidiendo con el tercer ani-
versario de la Constitución. Una de las
últimas cosas que hicimos en el semi-
nario de Derecho administrativo de la
Universidad de Zaragoza, al acabar con
todas esas encomiendas de exámenes,
pruebas para las matrículas, actas y
papeleo, antes do la pausa estival, fue
colocar la advertencia, que siempre hay
alumnos diligentes que saben captar,
dei que quienes hubieran de comenzar
este otoño con el estudio del Derecho
administrativo harían bien en ir traba-
jando cuanto antes este libro sobre la
Constitución y el Tribunal Constitucio-
nal. Es un poco la misma metodología
docentes que antes indicaba. Por más
que las circunstancias sean muy adver-
sas —y la insensibilidad inundante,
como esas selvas de GARCÍA MÁRQUEZ que
todo lo invaden—, uno no cesa de darle
vueltas al tema educativo, y al univer-
sitario en concreto. Y sabe que sólo po-
drá hacerse algo serio en las aulas aca-
démicas cuando se den las condiciones
para poder habituar a los discentes a
beber, inexcusablemente, en la fuente
clara y estimulante de unos cuantos
libros punteros. Pues bien, éste es uno
de ellos. Este es uno de los volúmenes
da esa lista —que también con el tiempo
va construyendo y depurando— que uno
piensa que en las actuales circunstan-
cias españolas debería abordar todo es-
tudiante de Derecho. ¡Qué fácil sería
aprender bien habiendo trabajado y asi-
milado unos cuantos libros como éste!

A mi el volumen me hace pensar,
salvadas las distancias, que son obvias,
ep. lo que representó, hace ya más de
veinticinco años, otro libro de gran im-
pacto del profesor GARCÍA DE ENTERRÍA,
oportuno avivador en su momento de
la curiosidad intelectual, a propósito de
problemas de la mayor actualidad y que

mereció muy destacada atención en am-
plios sectores y no sólo de su propia
disciplina. Me refiero a la obra La Ad-
ministración española, que tras un par
de ediciones para los especialistas logró
el gran honor de llegar a las ediciones
do bolsillo (con lo que representó de
interés por unas cuestiones candentes).
Por si no hubiera otras pruebas in-
termedias, que las hay, elocuentes y
abundantes, veo yo el nuevo libro como
un testimonio claro de ese saber reno-
varse, de ese estar continuamente en la
brecha de la búsqueda científica, para
gusto propio, sí, pero sobre todo para
provecho ajeno, connatural a la profe-
sión intelectual. Hay que valorar en
mucho esta continuidad en la tarea, tan
poco frecuente, por desgracia, en el ám-
bito universitario español. Es alarmante
la facilidad —a mí me parece especial-
mente escandalosa en los más jóvenes—
con que se llega a los más altos esca-
lones universitarios, no para practicar
Id «aburrida» tarea de seguir enseñan-
do, no para la «incordiante» ocupación
do formar discípulos, no para desarro-
llar la capacidad creadora con «inven-
ciones» que sean de utilidad general,
sino para escapar, para saltar, para
llegar a otras tierras prometidas dondo
yi sobro todo se abandonará la búsque-
da do fondo y desinteresada, sin que
sea infrecuente que se adopte la pose
dol «sabio mercenario» a que se refería
el maestro LAÍN, el hombre de ciencia
que vende al mejor postor la que él
tiene (1). De ahí el gusto por constatar
este ejemplo del profesor GARCÍA DE EN-
TERRÍA, en línea de avanzada ante lo
que son grandes temas del momento,
manteniendo además un nivel extra de
calidad. De ahí que se pueda aseverar
para este libro la misma excelente aco-
gida que acompañó al antes menciona-
do. En efecto, yo creo que no hace falta

Cl) Pedro LAÍN ENTBALGO: «Funciones de la
Universidad», en el volumen colectivo Re-
flexión Universitaria, Ed. Universidad do Sa-
lamanca, 1979, p. 30.
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ser licenciado en Ciencias Adivinato-
rias—por cierto, ¿habrán hecho ya Fa-
cultad universitaria de «eso»? ¿Se va
a precisar el título para echar las car-
t i s y leer las líneas de la mano? ¿Con-
validarán la situación de todas las
ejercientes? ¿La colocarán en el reparto
de tarta que van a hacer en la que
llaman Universidad de Castilla-La Man-
cha, o la reclamarán los gallegos o los
andaluces?—, no hace falta ser un lin-
eo, digo, para vaticinar que el libro
qun comento, que ha logrado ya una
decisiva influencia hasta el momento,
ha de ser también de los afortunados
que calcen la veste de libro de bolsillo.

2. Al igual que sucedió con La Ad-
ministración española, también el volu-
men comentado reúne diversos trabajos
publicados con antelación. Tres, en con-
creto, en el caso actual. La Constitución
como norma jurídica es el primero de
ellos.

Que la Constitución puede ser mu-
chas cosas es indudable. Bibliófilos ha-
brá que se dediquen a recoger ediciones
de la misma, y las hay ya bellísimas.
Los estudiosos del léxico encuentran
allí una cantera viva de investigación
(aunque no sé si serán demasiado no-
bles los materiales utilizados). Son mu-
chas las facetas desde las que puede
interesar la Constitución. Para los es-
tudiosos de las ciencias jurídicas había
una relevante: la de la Constitución
como un documento jurídico, como una
norma, más en concreto, de superior
valor además, pero de inmediata efec-
tividad y de aplicabilidad inexcusable
por tanto. Sea lo que sea, responda a
lo que responda, contenga lo que con-
tenga, la Constitución Española de 1978
—y no necesitaré ponderar ahora lo
mucho que yo la valoro desde esas pers-
pectivas—, hay una faceta destacadísi-
ma en la misma a la que bueno es dedi-
carle los mejores esfuerzos.- la de lograr
su inmediata operatividad, la de afir-
mar el carácter imperativo, la de dedu-
cir su fuerza derogatoria allí donde

haya preceptos opuestos. Había que
salir al paso de la tentación, tan có-
moda, tan a mano, de ver en ella el
mero carácter programático. Había que
contar con todo tipo de resistencias, in-
cluso, por supuesto, de la propia Admi-
nistración pública o, aún, de los Tribu-
nales (2). Todo lo cual se aprecia mejor
cuando ya hace muchos meses que
quedó hecho trizas el inicial consenso
y cuando ha sido duradero el tiempo
en que ha tenido que estar al frente del
Ejecutivo un Gobierno muy minorita-
rio. Habla que forzar, en suma, a que
tuvieran incidencia social los postula-
dos constitucionales, no sólo los más
acabados y terminantes, también aque-
llos expresados de forma más abierta.

Pues bien, en esta linea se apunta
decididamente el trabajo reseñado, que
logra reunir muy tempranamente las
más depuradas técnicas jurídicas que
ofrece la experiencia de otros sistemas,
las contrasta con la propia realidad his-
tórica española y da argumentos, con
generosidad, que sirven de inestimable
ayuda a todos aquellos que quieren em-
pujar para que se hagan realidad los
postulados constitucionales. No es la
labor del trueno la de los juristas. Exige,
rí. esfuerzos demorados y una constan-
c'a de hortelano para ir logrando poco
a poco sus efectos. Pero es una labor
imprescindible, muy rentable incluso a
largo plazo, si quiere verse desde esa
óptica (aunque no sea tan lucida ni tan
aparente como la del político o del pe-
riodista, pongamos por caso). No creo
que haya nadie tan insensato que sea

(2) Ms remito, así, a dos do mis recientes
trabajos, todavía inéditos. En ¿a Ley de Con-
flictos Jurisdiccionales tras la promulgación
de la Constitución—en la documentación de
las Jornadas sobre el Poder Judicial, cele-
bradas en mayo de 1982 y organizadas por
Ja Dirección General de lo Contencioso del
Estado— doy cusnta de ciertas resistencias a
la plena virtualidad de la Constitución prjvi-
nentes de la propia Administración pública.
En el comentario jurisprudencial ¿Propiedad
privada de playos y zona marítimo-terrestre?
—que ha de aparecer en la -Revista Española
de Dsrecho Administrativo»— he analizado lo
que cuesta que el Tribunal Supremo asuma
algún postulado constitucional que so crooria
inequívoco.
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capaz de despreciar la tarea de atender
y cuidar los cientos de puntas jurídicos
de nuestra sociedad para que, desde allí,
no sólo no se desprecie o no se olvide
la Constitución, sino que se potencie
y se multipliquen sus efectos. En este
sentido yo creo que el trabajo de la
Constitución como norma ha tenido has-
ta la fecha una incidencia notabilísima
y ha dejado sentir su influencia en los
más variados ámbitos o sectores jurí-
dicos. Ha sido instrumento de lo más
eficaz en ese empeño medial de cola-
borar a que la Constitución se cumpla.
\ crear, también, el pertinente clima y
estado de opinión. De ahí que sin des-
conocer todas las otras facetas de la
Constitución, reconociendo, por tanto, el
papel de los especialistas que se mue-
ven en otros ámbitos, sin excluir, por
tanto, a nadie, cuando se viene a la
humilde tarea del jurista no quepa sino
expresar públicamente el reconocimien-
to —al menos tal es mi opinión sincera—
poi lo que este trabajo —desde la arte-
sanal manera de obrar de los juristas,
insisto— ha representado para el apoyo
y para el potenciamiento de la Consti-
tución.

3. Similar funcionalidad se va a po-
der deducir del segundo estudio, que
lleva por título La posición jurídica del
Tribunal Constitucional en el sistema
español: posibilidades y perspectivas.
«Posibilidades y perspectivas», he aquí
las dos palabras clave. Se arranca del
dato obvio de que la Constitución, den-
tro de su sistema tan novedoso do or-
ganización del Estado, ha instaurado
un Tribunal Constitucional como pieza
básica, con funciones muy relevantes,
con un papel decisivo también, en con-
creto, en la encomienda de profundiza-
ción constitucional. Pues bien, frente a
la en exceso adormilada y enmohecida
doctrina constitucional española —sal-
vando también las excepciones, notables,
sin duda—, GARCÍA DE ENTERRÍA ha sido
uno de los que ha sabido dar el salto
para anticiparse y buscar, para recibir

y asimilar, para elaborar de nuevo una
de sus contundentes construcciones, que
van a servir además para el aquí y el
ahora. Órgano de gran relieve político,
si, el Tribunal, de incidencia muy am-
plia sobre el panorama político, pero
que actúa y funciona con técnicas jurí-
dicas. Es un reto, por tanto, a los hom-
bres de derecho para afinar sus ins-
trumentos, para tensar sus cuerdas, para
cuidar manos o voces, para que todo
esté a punto al objeto de que suene lo
mejor posible el concierto. De nuevo,
como antes decía, el coleccionista co-
leccionará sus repertorios; el lingüista
estudiará la lengua, y así con todas las
especialidades posibles, que no son po-
cas. Pero los hombres de derecho son
aquí los intérpretes, los que ponen y
tañen los instrumentos, los que ponen
y ejercitan la voz. Pues bien, cualquie-
r.i que abra el libro comprobará la
abundancia de elementos que facilita el
profesor madrileño en esta tarea de
acercar, de alentar, de potenciar al Tri-
bunal Constitucional, con todas las con-
secuencias que ello implica. Se mueve
con maestría en la ciencia del Derecho
constitucional y proporciona materiales
preciadísimos que sorprenden y entu-
siasman. Se entenderá por qué he in-
sistido antes tanto en las posibilidades
didácticas de productos como éste (y
no será preciso advertir que cuando ha-
blo de enseñanza, de aprendizaje, si se
tiende a pensar en los formalmente cen-
sados como estudiantes, obvio es decir
quo el campo resulta mucho más am-
plio : te dice esto, lector, quien tiene
a gala estudiar y aprender algo nuevo
todos los días de su vida). En verdad
que éste es de los libros para apren-
der. Pero a su vez de una eficacia
aplicativa impresionante. Pocas dudas
caben de que el Tribunal ha iniciado
su andadura con vientos muy favora-
bles. Pero pocas serán todas las ayudas,
todos los apoyos, pues está muy claro,
igualmente, que no son leves los esco-
llos. También desde esta faceta creo
que hay que estarle agradecido al pro-
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fesor GARCÍA DE ENTERRÍA por las impor-
tantes aportaciones que ha puesto a
disposición de todos. Con una particu-
laridad además. Se hace eco el profesor
de la sagaz observación de AHCHIBALD
Cox acerca de la importancia del papel
que juega para estos tribunales lo que
llama «la clientela», «su» clientela me-
jor: prensa liberal, asociaciones de ju-
ristas, profesores y Facultades de Dere-
cho, etc. (p. 203). Pues bien, quiero
recordar que han sido ya numerosas las
Facultades de Derecho —también otras
instituciones culturales— las que han
tenido la oportunidad de escuchar de
viva voz al profesor GARCÍA DE ENTERRÍA
el desarrollo del estudio que ahora nos
ocupa. Y no será preciso advertir que
en esas mismas Facultades de Derecho
no escasean quienes para nada favore-
cen con sus explicaciones al Tribunal
Constitucional, a la propia Constitución
incluso.

4. Hay un tercer trabajo en el libro
que se sitúa en la línea de los comen-
tarios jurisprudenciales de altura. La
rúbrica que se le ha puesto es ya bien
expresiva: Apéndice: una aplicación. La
incidencia de la Constitución sobre la
potestad sancionatoria de la Adminis-
tración: dos importantes sentencias del
Tribunal Constitucional. ¡La alegría de
comprobar que las posibilidades detec-
tadas surten efecto! La Constitución se
aplica y el Tribunal Constitucional hace
gala de sus resortes interpretativos, más
allá de las meras apariencias, para ex-
traer así conclusiones de peso en sector
tan menesteroso —tan artificialmente
hinchado, en cambio— como el de las
sanciones administrativas. Tras desbro-
zar nuevas vías y aportar materiales en
la esforzada tarea de preparar el terre-
no es muy de agradecer, también, la
labor de comentar la jurisprudencia, el
aliento ante los primeros fallos, el es-
pejo multiplicador de las primeras luces
tan brillantes. Es este tercero un tra-
bajo de menor enjundia dogmática que
los anteriores, pero que juega un papel

do complemento en la estructura del
libro. La magna operación de sanea-
miento de nuestro sistema jurídico ne-
cesita decididamente que se airee y po-
tencie el alcance de los fallos más
constructivos del Tribunal. Esta es la
tarea que con toda sencillez asume el
autor por medio de este tercer escrito.
Nada más natural que comprobar que
las grandes construcciones son opera-
tivas. Tan sencillo, pero tan decisivo en
el equilibrio del conjunto.

5. Diré por último, para terminar,
que los tres trabajos van precedidos por
un amplio prólogo, donde quedan éstos
situados y donde, con claro aire polé-
mico, se aborda el panorama de la cien-
cia del Derecho constitucional en Espa-
ña, tema en el que ahora no insistiré,
pues no hace mucho me he ocupado de
él (3); prólogo que yo veo como una
sincera llamada a superar «la actual de-
ficiencia en España de los estudios de
Derecho constitucional» (p. 30).

L. MARTIN-RETORTILLO BAQUER

LÓPEZ GARRIDO, Diego: La Guardia Civil
y los orígenes del Estado centralista.
Editorial Crítica, Barcelona, 1982.

1. Cada vez parece resultar más evi-
dente la importancia que en el trans-
curso de nuestra historia ha tenido el
siglo xix; la pasada centuria, en efecto,
ejerció en España (como en general en
casi todos los países de ámbito cultural
y geográfico cercano) una incidencia de-
cisiva en el posterior desarrollo de los
acontecimientos que, ya en este siglo,
han influido e influyen en nuestra exis-
tencia común.

Pero es que hay además una serie de
importantes aspectos de esta última en
que el impacto de aquellas décadas fue

(3) Véase, bajo el titulo ¿Quién hace Dere-
cho constitucional?, mi recensión al trabajo
do Alvaro RODRÍGUEZ BERQJO. Laband y el
Derecho presupuestario del imperio alemán.
número 98 de esta REVISTA (1981).
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n j ya sólo decisivo, sino incluso directa
o inequívocamente configurador de la
realidad actual, y, sin hipérbole, pueden
citarse entre tales aspectos de nuestra
existencia los referentes a la Adminis-
tración pública. Es durante el siglo xix
cuando se forja en España el esquema
organizativo de Administración que ha
llegado hasta nosotros: la conocida dis-
tinción entre órganos activos y consul-
tivos, la estructura jerárquica de aqué-
llos y colegial de éstos, la superposición
en el territorio patrio de Administración
periférica y la local, la subordinación
do ésta a las directrices del centro y
otros muchos rasgos sustanciales de la
maquinaria pública son hijos de aquel
siglo, que sobre todo en dos impulsos
(la década Moderada y la Restauración)
construyó, sobre las ruinas del débil
armazón del Antiguo Régimen, un cier-
to aparato administrativo con capacidad
para enfrentarse a las expectativas que,
cada vez en mayor medida, la sociedad
esperaba de él.

Suelen ser por ello harto fecundos los
estudios que en los últimos años han
ido arrojando luz sobre diferentes ma-
tices de la sociedad y el Estado de nues-
tros antepasados de hace cien años. En-
tro ellos, y de particular interés para
los que cultivan el Derecho administra-
tivo, merece destacarse el reciente de
Diego LÓPEZ GARRIDO: La Guardia Civil
y los orígenes del Estado centralista.

2. El libro, con origen en la tesis
doctoral del autor y prólogo —certero—
dü Francisco MURILLO FERROL, contiene
un excelente estudio de los orígenes de
la Guardia Civil como instrumento ca-
pital en la construcción del Estado cen-
tralista, del que sería «su- Cuerpo de
Seguridad. No obstante, la profundidad
de sus páginas le hace trascender de
ese objetivo prioritario y constituir así
una valiosa aportación a la Historia ge-
neral de nuestro Derecho público, al in-
cardinar la problemática subyacente a
la instauración de la Benemérita en las

tres dialécticas que condicionan todo el
siglo xix español (y también, de forma
no pequeña, el xx): progresismo o con-
servadurismo, poder civil o intervencio-
nismo militar y federalismo o centralis-
mo. Dicha incardinación, por lo demás,
es realizada por el autor de manera
feliz, de forma que los datos históricos
que aparecen en el libro se integran en
torno a tal trilogía de polos, producien-
do asi un resultado del que destacan su
coherencia y homogeneidad.

3. El libro de LÓPEZ GARRIDO consta
e:: lo esencial de seis partes. Tras la
introducción, «El sistema político abso-
lutista frente al cambio», el autor entra
en el capítulo 1 a analizar «La lucha
por el Estado en la crisis de! Antiguo
Régimen: progresistas, moderados y ge-
nerales». En sucesión cronológica, el
capítulo 2 es testigo de «El triunfo del
liberalismo conservador», y en concreto
do su modelo de seguridad; dicho capi-
tulo 2 se subtitula, en efecto, «El pro-
ceso de creación y militarización de la
Guardia Civil». Después, el capítulo 3,
•La construcción del Estado. La Guardia
Civil, instrumento de centralización»,
constituye el desarrollo de los anterio-
ros y se extiende en una serie de con-
sideraciones de interés en torno al «pro-
ceso expansivo» que a la sazón vivía
en general la Administración del Esta-
do. En fin, un clarividente epílogo («El
siglo xx. Los nuevos problemas de la
seguridad del Estado») cierra el cuerpo
dol estudio y abre paso, ya final, a las
Conclusiones.

4. Por todo ello, el juicio que merece
el libro de LÓPEZ GARRIDO es rotunda-
mente favorable. Las fuentes manejadas
(las más relevantes de las cuales son
incluidas como apéndice documental), el
rigor metodológico y conceptual utiliza-
do y la claridad expositiva mostrada
hacen de este trabajo un instrumento
muy válido de comprensión de nuestro
pasado próximo y, por ende, como de-
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ciamos más arriba, de nuestro presente,
sobre el que aquél planea con tanta
fuerza.

A. JIMÉNEZ-BLANCO
Y CARRILLO DE ALBORNOZ

THOMPSON, J. A. A.: Guerra y decaden-
cia. ^Gobierno y Administración de la
España de los Austrias. 1560 a 2620».
Editorial Crítica, Barcelona.

Este importante volumen, que decidi-
damente recomendamos a los adminis-
trativistas españoles, es en realidad una
historia del Derecho administrativo de
la época de referencia, respecto de la
cual, señala el autor, «la historia de
la Administración militar en España
entre los reinados de Felipe II y Feli-
pe IV es la historia de una gradual de-
volución de funciones a asentistas pri-
vados y autoridades locales». Baste esta
cita para demostrar el interés que el
tema reviste para nuestra propia cien-
cia administrativa.

Editado en Londres, en 1976, y con
una aceptable traducción de Jordi BEL-
TRÁN, se enmarca este libro dentro do
esa importante corriente de hispanistas
anglosajones, corriente ésta que, por
cierto, algún día convendría que fuera
objeto de explicación y estudio.

Son, pues, sus características, como
en casi todos los historiadores ingleses
de temas españoles, en primer lugar su
objetividad dentro de lo posible, cui-
dando enormemente el sentido de cada
frase y la expresión y fuerza de cada
palabra. En segundo lugar, la forma
tan analítica y detallosa de describir la
realidad, especialmente la realidad po-
lítica. Y, por último, un formidable mé-
todo de selección de datos, que permite
descargar de erudición y hojarasca al
libro, yendo directamente a por el dato
útil y dotando de enorme fluidez y fa-

cilidad a la exposición de los sucesivos
argumentos.

Antes de señalar aspectos concretos,
hemos do destacar que, a lo largo de
sus páginas, la fuerza expositiva del
autor y la misma atracción de la ma-
teria coloca al lector ante una perma-
nente invitación a tomar partido ante
lo alternativa en que se debatió nues-
tra Administración, y de la cual no
escapa el propio autor cuando llega a
reconocer que, en la situación histórica
a que se refiere el libro, ni siquiera con
la experiencia acumulada de cuatro si-
glos es fácil decidir si el camino seguido
por la Administración de los Austrias
fue acertado o no. Desde luego, lo que
queda muy claro es quo fue un pro-
blema harto difícil y condicionado, res-
pecto del cual no caben soluciones sim-
plistas ni culpabilidades históricas. Leí-
do este libro, se es más consciente del
pavoroso problema financiero de nues-
tra Administración y de la cantidad in-
gente de soluciones que se fueron ofre-
ciendo ante dicha problemática, si bien,
como se acaba por insinuar, la misma
constitución política de la monarquía y
la dimensión del imperio no dejan de
ser quizá las causas mismas del pro-
blema de fondo, que conducía inevita-
blemente a la decadencia.

Hemos dicho que estas dos razones
ss insinúan apenas e insistimos en ello,
ya que si algún defecto se puede acha-
car a esta monografía es precisamente
que describe mucho más la situación y
los remedios a la misma que las causas
por las cuales dicha situación se pro-
ducía. Bien entendido que cuando ha-
blamos de causas no estamos invitando
a una reflexión de filosofía de la his-
toria, sino más simplemente a los fun-
damentos profundos de los desajustes y
vaivenes administrativos, que son a su
vez causa y efecto de la depresión po-
lítica y económica del poderío español
de la época. Esto es algo que falta en
el libro, lo cual en parte es atacable al
método de trabajo, ya que al analizar

470



RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

fragmentariamente la realidad adminis-
trativa falta una yisión de conjunto que
permita ubicar cada una de las situa-
ciones concretas en el marco general.
Cierto es que sin análisis de detalle
concreto y menudo es imposible la mo-
derna historiografía de llegar a conclu-
siones seguras—quizá ésta sea la gran
diferencia con las viejas escuelas épicas
de historia—, pero ello no obsta a que
en el aparato documental que maneja
el autor y el arsenal de datos que des-
cubre, debiera haber profundizado en
esos dos elementos señalados, que en
gran parte le hubiera permitido dar una
mayor unidad y visión de conjunto, al
mismo tiempo que el lector no adminis-
trativista hubiera podido tener una idea
más clara de lo que se jugaba exacta-
mente la Corona al decidirse por una
u otra forma de Administración.

Tras una introducción, y quizá reco-
mendando de entrada estudiar en pri-
mer término el capitulo 10, referido a
los conceptos de «comidas administra-
ción» y «asiento», que son los dos gran-
des conceptos que el libro estudia, se
repasa en primer término los proble-
mas que las exigencias de una guerra
plantea desde el punto de vista admi-
nistrativo, dando un detallado estudio
de los temas referidos a la financiación,
que sin duda, junto con una cierta co-
rrupción de la estructura burocrática y
de los asentistas, fueron los dos pro-
blemas inmediatos que más gravemente
pesaban sobre la Corona y cuyas causas
remotas entendemos son las antes apun-
tadas.

La polémica entre los distintos Con-
sejos, especialmente Hacienda y Guerra,
nos sitúa cabalmente en el núcleo del
•problema, de suerte que al seguir sus
discusiones pueda observarse la dramá-
tica situación con que se encontraba la
monarquía hispánica.

En efecto, la polémica de 1560 a 1620
sería básicamente saber si el mecanismo
apropiado es el de la concesión a par-
ticulares por medio de asientos y arren-

damiento de impuestos, o si bien por
ni contrario, tal como lo intentó Feli-
pe II, correspondería a la Corona y a
su aparato politico burocrático la direc-
ción inmediata y efectiva de la Admi-
nistración de guerra y, por ende, de la
Administración general.

Políticamente queda demostrado cómo
los castellanos fueron bien conscientes
de que el manejo inmediato de estos
asuntos por la Corona redundaba en fa-
vor de la Monarquía hispánica, enten-
diendo por tal en la visión castellana a
l i Península, lo cual queda corroborado
por el hecho de que los arrendatarios
de tributos y los asentistas eran extran-
jeros, básicamente genoveses, lo que
suponía una razón política de peso para
desconfiar del sistema de asientos. Pero
razones financieras imponían decidida-
mente otro sistema más barato y eficaz
que aliviara la tensión financiera de la
Hacienda Real y desburocratizara la ca-
dena de mando jerárquico corroída en
parte por la corrupción burocrática, mal
endémico de nuestra Administración.

Sin duda ésta fue la razón que im-
pulsó el sistema de concesiones priva-
das, que si bien soluciona momentánea-
mente las taras de la Corona, acaban
doblegándola, ya que prácticamente el
cerco puesto a la Corona por tales asen-
tistas, con el significado político y mo-
ral que ello conlleva, trastoca los plan-
teamientos que tenia la Monarquía his-
pánica como primera potencia.

Ello se comprueba perfectamente con
el estudio del sistema de reclutamiento
y, sobre todo, con el estudio de la no-
bleza y del puesto que ocupa, tema cru-
cial para comprender el verdadero es-
tado del poderío español, especialmente
en lo que toca a la Península.

Muy importante es el estudio de la
administración de la Armada, con los
desesperados intentos de posesión del
mar, frente a Inglaterra, y del sistema
de abastecimiento y armamento. Las
conclusiones, apuntadas indirectamente,
de acuerdo con la clásica técnica de los

471



EIBLIOGRAFIA

historiadores ingleses a sostener que una
más férrea ocupación efectiva del poder
por parte de la Monarquía se habría
traducido en una mejora en el sistema
de Administración, que habría permiti-
do retener los asientos, con lo quo el
poder político no habría resultado tan
difuminado.

Unos apéndices dan apoyo a la lec-
tura del libro que, insistimos, hay que
recomendar.

J. E. SORIANO GARCÍA

TORNOS MÁS, Joaquín: Régimen jurídi-
co de la intervención de los poderes
públicos en relación con los precios
y las tarifas. Studia Albornotiana.
Publicaciones del Real Colegio de
España en Bolonia. Zaragoza, 1982,
483 pp.

1. Hacía ya cierto tiempo que se es-
peraba la aparición del libro de J. TOR-
NOS MÁS sobre el régimen jurídico de la
ordenación de precios y tarifas. Imagi-
no que el alarmante, por frecuente, re-
traso que, en general, vienen padecien-
do las imprentas y editoriales no habrá
estado tampoco ausente en esta ocasión,
p rop ic i ando inevitablemente qu3 el
autor haya tenido que observar no poca
paciencia hasta ver definitivamente la
obra distribuida y én las librerías. El
hecho es que por fin el libro ha visto
la luz y con ello colmadas a buen se-
guro las aspiraciones de su autor y
hechas realidad, tras su lectura, las
excelentes expectativas que con razón
se podían tener acerca del trabajo del
profesor TORNOS MÁS.

El objeto del análisis del libro al que
se dedican estas palabras presenta, cier-
tamente, en mi opinión, un especial
interés y atractivo. Puede ser que tal
opinión esté en parte condicionada por
una particular predisposición hacía los
temas y problemas jurídicos encuadra-

bles en el llamado Derecho Administra-
tivo Económico o, mejor, Derecho Pú-
blico de la Economía; pero no se crea
que estas lineas están motivadas única
y exclusivamente por un interés de pre-
ferencia personal hacia determinados
temas del Derecho Administrativo muy
específicos y sectoriales, los cuales, po-
dría pensarse, no plantean en sí mayor
relieve o alcance jurídico que el resul-
tante de su propia especialidad. Todo lo
contrario. Bien conocido es, y el trabajo
de TORNOS lo confirma plenamente, cómo
frente a la aparente especialidad y sin-
gularidad de los estudios referibles,
como hace un instante decía, al Derecho
Público de la Economía, esos estudios
suelen adentrarse con singular intensi-
dad y con una directa incidencia en los
principales aspectos institucionales de
la convencionalmente denominada Par-
te General del Derecho Administrativo.
Aunque entre la doctrina española ya
se ha señalado en más de una ocasión,
no dejaré de volver a recordar que el
fenómeno del intervencionismo estatal
en la estructura y relaciones económi-
cas se ha constituido en uno de los
principales factores desencadenantes de
la crisis, o evolución dogmática —según
se mire—, de las mas representativas y
características técnicas e instituciones
del Derecho Administrativo clásico, con-
formado al calor de los presupuestos
políticos, sociales, económicos y filosó-
ficos del siglo xix, que ha llegado has-
ta nuestros días, e incluso de otras ra-
mas o disciplinas jurídicas. Baste con
remitirse, por ejemplo, con relación a
estas últimas, a las espléndidas páginas
que el autor del libro que se comenta
dedica al estudio de la incidencia del
intervencionismo público fijando los pre-
cios de determinados productos, bienes
o servicios en la clásica institución con-
tractual, tal como sigue plasmada en el
Código civil (pp. 311 y ss.), para con-
firmar una vez más ese decisivo con-
dicionamiento que el irreversible inter-
vencionismo estatal provoca en los ras-
gos y perfiles tradicionales de las más
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destacadas y principales instituciones ju-
rídicas.

2. El estudio de TORNOS sobre el ré-
gimen jurídico de la intervención de los
poderes públicos en relación con los
precios y tarifas se estructura en nueve
capítulos, en los que examina con tanto
rigor como detalle los aspectos especí-
ficos del ejercicio de la potestad admi-
nistrativa de ordenación de precios y
tarifas. El cúmulo de problemas es cier-
tamente destacable, y ello sin contar
las numerosas referencias sumamente
interesantes que, sin ser examinadas de-
tenidamente por el autor al exceder
del marco concreto de análisis que se
ha trazado, sugieren otros tantos tra-
bajos específicos de investigación, para
lo cual no dejarán de encontrarse en el
mismo útiles reflexiones.

Esos nueve capítulos tratan sistemá-
ticamente de las siguientes cuestiones:

1.° De la evolución histórica del in-
tervencionismo público en materia de
precios.

2.° De la delimitación de la potestad
de ordenación de los precios y tarifas.

3.° De los principios constitucionales
relativos a la ordenación económica.

4.° De la organización administrativa
de la política de precios.

5.° Del régimen jurídico de la políti-
ca de precios, con especial referencia a
los precios autorizados.

6.° De la incidencia de la fijación de
precios en las relaciones contractuales
previas, ya sean privadas o administra-
tivas.

7.° De la relación existente, y sus
efectos, entre la política de precios y el
régimen tarifario.

8.° De la garantía de la política de
precios mediante la potestad sanciona-
dora de la Administración y la impo-
sición de penas, y

9.° De la responsabilidad de los po-
deres públicos derivada de la política
de precios.

Como se observará de esta simple enu-
meración, al lector se le presenta el
análisis de un amplio catálogo de cues-
tiones y problemas jurídicos que, en
bastantes casos, se proyectan, además,
en instituciones y técnicas tan decisi-
vas, por destacar ahora algunas de
ellas, como el principio de legalidad y
el de las materias reservadas a la Ley
a propósito del juego que los mismos
puedan llegar a desplegar en relación
con la potestad administrativa de fija-
ción de precios; o en la clásica y fun-
damental noción del servicio público,
decisiva a los efectos de trazar la dis-
tinción entre ordenación de precios y
régimen tarifario de la que se derivan
consecuencias jurídicas ciertamente des-
tacables; o, en fin, en la institución de
la responsabilidad patrimonial de los
poderes públicos, en cuanto que la apre-
ciación del concepto de lesión (o daño
antijurídico) como consecuencia de la
acción administrativa fijando el precio
de determinados productos, bienes o
servicios plantea no pocos problemas.
Instituciones y técnicas todas ellas ver-
tebrales del clásico Derecho Administra-
tivo tal como ha llegado a nosotros y
que, a la luz de los problemas surgidos
a raíz de una acción administrativa
desconocida en los términos en que se
conoce hoy cuando se conforman defi-
nitivamente esas instituciones y técni-
cas, deberán matizarse en algunos de
sus tradicionales contenidos y en el pro-
pio alcance que normalmente se les ha
venido atribuyendo. De ahí la insisten-
cia en que buena parte de la renova-
ción dogmática del Derecho Administra-
tivo pasa necesariamente por el hecho
mismo del intervencionismo estatal en
la economía y la configuración de una
Administración prestadora de servicios.
El análisis del profesor TORNOS, repito,
ilustra adecuadamente esta idea cen-
tral, y ello constituye ya, a mi modo
de ver, una aportación de indiscutible
interés.

3. ¿Cuáles son los principales resul-
tados a los que llega el autor en su es-
tudio sobre la ordenación administra-
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tiva de precios y tarifas? No es fácil
condensar en los límites propios de este
tipo de comentarios todas y cada una de
las consecuencias que se desprenden del
análisis realizado por TORNOS. NO obs-
tante, y aun a costa de ' extenderme
algo más de lo usual, creo de interés
destacar los siguientes aspectos:

a) Del examen histórico que se rea-
liza a lo largo del capitulo primero, re-
lativo a cómo el poder público ha ido
asumiendo progresivamente potestades
de control, vigilancia e imposición de
precios para determinados productos,
bienes o servicios, se extrae una pri-
mera observación, a mi juicio, de gran
interés: que la intervención adminis-
trativa sobre los precios ha pasado a
ser un elemento estructural de las re-
laciones económicas, configurándose
como un proceso histórico irreversible
en cuanto tal, sin perjuicio de la am-
plitud que en un momento dado pueda
experimentar ese intervencionismo y
control estatal en función de las con-
diciones generales de la economía y de
la propia incidencia que determinadas
influencias ideológicas puedan tener en
el mismo. Esta idea fundamental, que
TORNOS apoya e ilustra en un detenido
análisis de la evolución que desde prin-
cipios del pasado siglo ha experimenta-
do la posición del Estado respecto de
la vigilancia y control de los precios, se
reflejará, por ejemplo, en un tema tan
relevante como el de la responsabilidad
patrimonial de la Administración por la
fijación de precios, ya que, como acer-
tadamente señala el autor, «la política
de precios ha dejado de ser un fenóme-
no imprevisible y extraño a las relacio-
nes económicas para convertirse en un
elemento estructural de las mismas»
(página 445), lo que, junto a otros prin-
cipios y criterios, determinará que «la
exclusión de toda responsabilidad deri-
vada de la política de precios, siempre
que ésta se desarrolle por los cauces le-
gales, vendrá, pues, determinada por la
falta de lesión o daño antijurídico que
debe presumirse cuando se trate de me-
didas económicas» (p. 447).

b) El Estado interviene, por tanto,
con plena normalidad y a través de
una serie de técnicas determinadas, en
la fijación de los precios, determinando
esta actuación una serie de consecuen-
cias jurídicas. Tras exponer TORNOS con
gran minuciosidad y detalle, sin demé-
rito ni perturbación para la facilidad
de la lectura —a pesar de la aridez que
en si puede presentar ese recorrido por
los distintos tipos y modalidades de fi-
jación de precios, según las múltiples
normas habidas en las últimas déca-
das—, la evolución normativa que se ha
observado en esta materia hasta llegar
a la vigente regulación —que establece,
básicamente, dos tipos de precios, los
comunicados y los autoriíados, sin per-
juicio de la existencia de otras modali-
dades como los precios convenidos, los
márgenes comerciales, bloqueos de pre-
cios, etc.—, el estudio se adentra en el
análisis de las bases jurídicas confor-
madoras y reguladoras de esa potestad
administrativa de ordenación de precios
y en los efectos y consecuencias jurídi-
cas derivadas del mismo.

En este sentido era ineludible partir
de las previsiones contenidas al respec-
to en la Constitución de 1978 y pregun-
tarse, de entrada, sobre la constitucio-
nalidad de ese actuar do la Administra-
ción fijando imperativamente los pre-
cios, y también sobre las garantías ju-
rídicas que la norma constitucional pue-
da establecer a favor de los particula-
res afectados por tales decisiones. La
conclusión de TORNOS acerca de la for-
ma jurídica y de los límites materiales
que puedan condicionar la intervención
administrativa sobre los precios puede
resumirse de la siguiente forma: pri-
mero, que «la política de precios, en
tanto justificada por las exigencias de
la economía, es perfectamente compa-
tible con la libertad de empresa, siem-
pre que la intervención estatal no llegue
á afectar al contenido esencial del de-
recho; es decir, no comporte su des-
aparición (ya que) en este caso la nor-
ma habilitante se colocaría ya en la
esfera de lo inconstitucional» (p. 151).
Ciertamente, el gran problema de la
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determinación del contenido esencial de
los derechos fundamentales constitucio-
nalmente reconocidos y garantizados a
los ciudadanos —entre los que debe in-
cluirse el principio de la libertad de
empresa del artículo 38— queda amplia-
mente matizado en este caso al apre-
ciarse, no sin fundamento, que «la fija-
ción de precios, mientras supone la li-
mitación de la facultad de fijar el pre-
cio de una relación negocial, no so opo-
ne al contenido esencial de crear, man-
tener y ampliar empresas económicas»
(página 151), a lo que se une la inexis-
tencia de un efectivo derecho subjetivo
derivado del artículo 38 de la Constitu-
ción que pueda oponerse a la interven-
ción estatal. Y, segundo, en cuanto a
la forma jurídica, a la garantía formal
de la libertad de empresa frente al in-
tervencionismo estatal fijando los pre-
cios, el autor no deja de reconocer la
existencia de una reserva de Ley que
debe entenderse hoy ya no sólo como
mera habilitación formal de potestades
administrativas por la ley, sino como
«reconocimiento de que ciertos temas
deben ser regulados en su contenido ma-
terial por una asamblea representati-
va..., de manera que el contenido do la
intervención sobre la libertad y la pro-
piedad resulte ya definido en la norma
habilitante» (p. 155); lo cual remite al
ya clásico tema de la distinción entre
reserva de Ley absoluta y relativa que
TORKOS no duda en resolver a favor de
la reserva relativa, dando entrada, con
ello mismo, a la actuación del regla-
mento en el sector de la intervención
administrativa en la fijación de pre-
cios. No obstante, el autor considera ex-
cluida la técnica de la deslegalización,
así como —aunque no deja de ser dis-
cutible y ciertamente polémico— la ac-
tuación a través de Decretos-leyes, lo
cual considera inconstitucional.

c) Examinadas otras exigencias deri-
rivadas del texto constitucional que no
hace al caso especificar en este mo-
mento, el autor precisará el régimen ju-
rídico de la política de precios, y, en
primer término, de los precios autori-
zados. Política de precios que se encua-

drará en la actividad administrativa de
ordenación —recurriendo a la conocida
distinción de la doctrina alemana entre
actividad de ordenación y actividad de
prestación—, lo que viene a matizar,
una vez más, ahora desde el frente de
las autorizaciones de precios, la clásica
configuración de la autorización admi-
nistrativa como remoción de los límites
impuestos a los derechos subjetivos pre-
existentes de los particulares. Como
dice el autor, «la autorización (de pre-
cios) no supone la apertura de un lí-
mite previo y el renacer de una situa-
ción de libertad antes comprimida, sino
la definición y configuración del nuevo
marco de actuación del particular, el
cual actúa, en el campo de los precios
autorizados, dentro de una situación
«ordenada» a través del acto-precio en
el que se sintetizan los diversos intere-
ses en juego, correspondiendo precisa-
mente a la Administración realizar esta
síntesis» (p. 223). En suma, he aquí una
vez más reflejado el nuevo y moderno
concepto de autorización, en cuyas no-
tas caracterizadoras se detiene TORNOS
en páginas 305 y siguientes al examinar
las características del acto-precio.

Por otro lado, una vez admitida la
funcionalidad del Reglamento en esta
materia, destacada importancia tendrá
el procedimiento que deba observarse en
la elaboración de los Reglamentos disci-
plinando los precios; procedimiento en
el que deben tener, tal como reclama el
autor, amplia cabida los criterios par-
ticipativos a nivel de consultas de las
fuerzas socioeconómicas imperantes en
el mercado antes de la adopción de la
correspondiente normativa. Por lo de-
más, esta apertura que el autor pro-
pugna decididamente a las consultas y
la participación de los sectores afecta-
dos por los productos, bienes o servicios
que van a quedar sometidos a autori-
zación administrativa previa, y también
en relación a la determinación de los
precios máximos que finalmente se fi-
jen, no implica en modo alguno que
quede desvirtuado «el carácter unilate-
ral de. la actividad administrativa, como
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actuación distinta a la determinación de
los precios administrativos a través de
técnicas contractuales» (p. 238). Concu-
rre aquí, precisamente, uno de los as-
pectos más problemáticos relativo a la
incidencia de los nuevos procedimientos
de «concertación- en las clásicas catego-
rías jurídicas del acto y del contrato,
acerca de lo cual también se encontra-
rán sugerentes observaciones en el libro
que se comenta.

Gran importancia presenta, en última
instancia, la discrecionalidad adminis-
trativa concurrente en la determinación
del precio al autorizar el alza solicita-
da, a pesar de que en las normas habi-
litantes de la decisión administrativa se
encuentren reflejados determinados ele-
mentos reglados que el órgano adminis-
trativo decisor ha de tener necesaria-
mente en cuenta. Discrecionalidad, por
ello mismo, difícilmente controlable
cuando se trata de enjuiciar el conte-
nido mismo de la decisión y no sólo
sus aspectos formales, a cuyo fin el
autor no duda en destacar la utilidad,
entre otros, del requisito de la motiva-
ción de la decisión adoptada —«importa
conocer la valoración que haya hecho la
Administración de los intereses en jue-
go, además, para, en su caso, justificar
una posible impugnación del acto admi-
nistrativo en base a esta misma ponde-
ración realizada por el órgano adminis-
trativo competente», dice textulmente
TORNOS (p. 263)—, sin perjuicio de la ne-
cesidad y conveniencia de incrementar
las técnicas de fiscalización no exclusi-
vamente jurisdiccionales y o posteriori,
dada su demostrada ineficacia en tantas
ocasiones. Si a ello se une el peligro de
que la discrecionalidad administrativa
pueda llegar a ser sustituida por la dis-
crecionalidad judicial, bien habrá que
concluir en la necesidad de potenciar y
reforzar el papel de la Ley a fin do re-
ducir a priori los amplios márgenes de
discrecionalidad, así como en la opera-
tividad de procedimentalizar adecuada-
mente toda la actuación tendente a la
fijación final del precio y a articular un
adecuado mecanismo de responsabilidad
administrativa en su caso.

Por lo que respecta a las posteriores
modificaciones de los precios, el proble-
ma no presenta mayores dificultades en
opinión del autor —«al no surgir dere-
cho alguno en los particulares no cabe
hablar de revocación, pues no existe de-
recho subjetivo que deba respetarse ni,
por tanto, existe una posible lesión anti-
jurídica que justifique el derecho a ser
indemnizado- (p. 272)—, a salvo, eso
sí, de los singulares problemas que pue-
den suscitarse cuando el nuevo precio
pretende aplicarse a situaciones anterio-
res que surgieron durante la vigencia
del precio que se ha modificado y que
han dado lugar a la aparición de singu-
lares y discutidas aplicaciones de exac-
ciones parafiscales a fin de corregir los
desequilibrios que provocan tales modi-
ficaciones retroactivas de los precios.

d) Capítulo sumamente interesante es
el relativo a la incidencia de la fijación
de los precios en las relaciones con-
tractuales, ya sean privadas o admi-
nistrativas, y, en especial, el estudio de
los efectos derivados do la celebración
de contratos privados violando, o no
respetando, el precio determinado por
la Administración. Tras un riguroso
análisis de la jurisprudencia de la
Sala 1.a del Tribunal Supremo y de la
más representativa doctrina civilista.
TORNOS se adhiere con razón a la tesis
de la nulidad parcial del contrato en ta-
les casos (pp. 312 y ss.), aportando, a
tal efecto, diversos argumentos en los
que no debo extenderme en este mo-
mento. Sí que debe destacarse, no obs-
tante, la consideración final que se
formula a propósito de si la imposición
de un precio en los negocios jurídicos
privados no conllevará la eliminación
de la institución contractual, en cuanto
que con ello puedo llegarse a incidir
decisivamente en la libertad de contra-
tar, fundamento y base de toda relación
contractual, y que, con sus propias pa-
labras, se resume en que «... no pueden
seguir en pie las viejas construcciones
que hacían inconcebible un contrato in-
tervenido por una voluntad heterónoma,
ya que el ámbito del derecho privado,
lo que se definía como una esfera de
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libertad, ha sido reducido, de acuerdo
con disposiciones legales que en su ma-
yoria responden a los principios de ca-
rácter social contenidos en la Constitu-
ción, y cuyo desarrollo es un mandato
del mismo texto constitucional». De ahí,
en fin, que «el derecho privado, inmer-
so en el conjunto de un ordenamiento
encabezado por el texto constitucional
debe revisar o desarrollar sus propios
postulados» (p. 329).

e) La incidencia de los precios fija-
dos imperativamente por la Adminis-
tración en los contratos administrativos
es objeto, igualmente, de detenido estu-
dio. De manera especial cuando esa in-
cidencia se proyecta en los contratos
administrativos de gestión de servicios
públicos en su modalidad de concesio-
nes do servicios públicos, porque en
ese caso se produce una yuxtaposición
entre la potestad administrativa de or-
denación de precios y la potestad ad-
ministrativa tarifaria consustancial a la
titularidad de los servicios gestionados
indirectamente por los particulares. En
este sentido, el análisis de TORNOS im-
plica una previa depuración de las no-
ciones de precio, tasa y tarifa, de po-
testad tarifaria y potestad de ordena-
ción de precios y de servicio público en
contraposición a los servicios públicos
impropios o virtuales, a fin de concretar
el ámbito propio de la política de pre-
cios y el de la potestad tarifaria dada
la diversidad de régimen y efectos jurí-
dicos de una y otra. El criterio deter-
minante de la existencia de un servicio
público propio vendrá dado, para el
autor, por la «publicatio» de la activi-
dad, es decir, por «la asunción por la
Administración de la responsabilidad de
la prestación del servicio» (p. 341), cir-
cunstancia determinante de que la Ad-
ministración titular del servicio sea la
competente, en principio, para fijar las
tarifas por la prestación al público del
servicio. Se configura de este modo una
potestad tarifaria íntimamente vincula-
da a las prestaciones derivadas de un
servicio público stricto sensu, tal como
se ha visto queda definido, y que debe
distinguirse rigurosamente de la potes-

tad administrativa de fijación de pre-
cios, sin perjuicio de su posible y no
infrecuente concurrencia y yuxtaposi-
ción en múltiples supuestos.

Las razones que avalan la distinción
son bien fáciles de comprender: mien-
tras que los concesionarios de servicios
públicos ven garantizada cualquier al-
teración de su economía por hechos no
imputables a una posible deficiente ges-
tión —básica y normalmente por la fi-
jación de precios o tarifas insuficientes
para cubrir los costos de la explotación,
la correspondiente amortización de las
instalaciones necesarias para la presta-
ción del servicio y el beneficio empre-
sarial pactado—, en los restantes casos
—aun a pesar de que la incidencia de
la intervención administrativa fijando
topes máximos de precios para deter-
minados productos o bienes es la mis-
ma— no se da entrada a esa garantía
del equilibrio económico-financiero al
no existir relación jurídica alguna pre-
via asimilable a la relación concesional
derivada de la gestión indirecta de un
servicio público propiamente dicho. El
razonamiento que maneja el autor a fin
de justificar este diverso tratamiento ju-
rídico —que yo mismo había puesto en
tela de juicio desde una perspectiva de
justicia material en alguna ocasión—
me parece indiscutiblemente consisten-
te; a pesar ds la progresiva descon-
tractualización del régimen concesional,
el contrato existente y la subsiguiente
relación contractual entre Administra-
ción concedente y concesionario sigue
teniendo plena virtualidad, lo que se
refleja en el aspecto que ahora se des-
taca.

A partir de aquí los problemas que
se analizan se complican evidentemen-
te y su exposición nos llevaría excesi-
vamente lejos. Sí debe indicarse el exce-
lente tratamiento que se hace de la
circunstancial yuxtaposición de la polí-
tica de precios con la potestad tarifaria
atribuida a la Administración concedente
del servicio, con la consecuencia de la
modificación de ésta por aquélla, y por
ello con el surgimiento de dos centros
competenciales distintos que, a la pos-
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tre, exigirá determinar quién de ellos
deberá asumir y costear el manteni-
miento del equilibrio económico-finan-
ciero de la concesión cuando los pre-
cios o tarifas fijados sean insuficientes
para cubrir los conceptos antes refe-
ridos.

f) El estudio de las garantías penal
y administrativa presenta también as-
pectos de permanente actualidad, entre
los que, si acaso, destacaría el relativo
a las condiciones en que la Administra-
ción puede disponer de instrumento tan
formidable como la potestad sanciona-
dora. En el libro que se comenta no de-
jará de admitirse la conveniencia de
esa potestad atribuida a la Administra-
ción, pero siempre —y he aquí lo desta-
cable—que su ejercicio se adecué a una
serie de exigencias mínimas derivadas
directamente del propio texto constitu-
cional: exigencia de previa Ley habili-
tante; supresión radical de las sancio-
nes de plano; principio de audiencia
al sancionado; principio del non bis in
idem, etc.

g) El nada fácil problema de la res-
ponsabilidad patrimonial de los pode-
res públicos como consecuencia de los
resultados derivados de la ordenación
de precios se circunscribe fundamental-
mente a la determinación del concepto
de lesión patrimonial, respecto del cual
se llega a la conclusión, tal como ya se
anticipaba al principio de esta reseña,
de que como regla general debe presu-
mirse la falta de lesión o daño antiju-
rídico —y, por tanto, de responsabili-
dad patrimonial de la Administración
Pública— cuando se trate de medidas
económicas en general, y de la política
de precios en particular. Regla general
que, sin embargo, no excluye la nece-
sidad de examinar, caso por caso, las
concretas circunstancias concurrentes a
fin de determinar la existencia o no de
lesión.

h) Por último, se trata asimismo de
la organización administrativa de la po-
lítica de precios, destacando por su ac-
tualidad y trascendencia el examen por-
menorizado que se realiza de las com-

petencias que en esta materia de pre-
cios puedan corresponder a las Comu-
nidades Autónomas, y a lo cual se re-
fiere también el profesor SALAS HERNÁN-
DEZ en el prólogo al libro, deduciendo
del texto constitucional y de los Esta-
tutos de Autonomía ya aprobados y en
vigor cuando se redactara el trabajo
—Estatutos Vasco y Catalán— los crite-
rios rectores alrededor de los cuales de-
ben distribuirse las competencias en
materia do precios. Para TORNOS no hay
duda de que en la actualidad la política
de precios se adopta tanto a nivel esta-
tal como a nivel regional, habiéndose
suprimido —o en fase de suprimirse—,
el nivel provincial. El reparto de com-
petencias entre uno y otro nivel se rea-
liza en función de los intereses esta-
tales y regionales respectivos y de la
influencia de los precios intervenidos en
la política económica nacional, razón
por la que el Estado mantendrá, en todo
caso, los poderes necesarios para esta-
blecer las líneas generales de la poli-
tica de precios; pero ello no es óbice
para que, como bien puntualiza SALAS
HERNÁNDEZ, «todo lo que no quepa sub-
sumir en ese concepto de política "gene-
ral", es decir, la política concreta o es-
pecifica relativa a aquellos precios de
bienes o servicios que no tengan una
incidencia económica relevante fuera
del territorio de la propia Comunidad
Autónoma» (p. 15), corresponda a las
competencias exclusivas de las Comuni-
dades Autónomas.

Por lo demás, la desaparición del ni-
vel provincial en la fijación de precios
exige una correlativa eliminación del
aparato organizativo provincial afecta-
do a tal función.

4. Hasta aquí las líneas maestras
que, en mi opinión, caracterizan el es-
tudio de J. TORNOS MÁS. Muchos otros
temas y aspectos han quedado en el
tintero, no debiéndose alargar ya más
este comentario. Si de lo expuesto en el
mismo el lector llega a hacerse una
idea de la importancia que para el
avance y progreso en el conocimiento
y resolución de los problemas jurídicos
que ha puesto en circulación el fenó-
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meno del intervencionismo estatal en
la economía, tienen los estudios como
el que ha realizado el profesor TORNOS,
esta larga recensión habrá cumplido su
principal y exclusiva finalidad. Porque
si bien es natural que dado el amplio
abanico de cuestiones tratadas pueda
llegarse a discrepar de algunas de las
afirmaciones, e incluso conclusiones
mantenidas por el autor, me parecía
más importante en este momento des-
tacar el alto valor metodológico, el ri-
guroso y detallado análisis, la excelente
sistemática, el talante crítico y abierto
suscitando problemas allí donde pudie-

ra parecer no haberlos y los había, el
carácter, en suma, no dogmático ni ce-
rrado, del libro de Joaquín TORNOS MÁS,
ejemplo y prototipo de lo que debe ser
una monografía jurídica y el propio
trabajo universitario. La doctrina jurí-
dico-administrativa española, con apor-
taciones como la que acaba de comen-
tarse, bien puede decirse que confirma
el haber alcanzado su plenitud, situán-
dose a la altura de la mejor doctrina
extranjera. Lo que no debe dejar de ser
un motivo de colectiva satisfacción.

G. FERNANDEZ FARRERES
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